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			«No te sientas mal por falsificar la solución. Yo falsifiqué el problema».
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			Pero cuando quiso ocupar un sitio en el clan, se vio hostilizado por picos de bordes dentellados y cuellos de guardar distancias. Se le tuvo en la orilla de un potrero, alzándose una muralla de plumas blancas en torno a las hembras indiferentes. Entonces Ti Noel trató de ser discreto, de no imponer demasiado su presencia, de aprobar lo que los otros decían. Solo halló desprecio y encogerse de alas. De nada sirvió que revelara a las hembras el escondite de ciertos berros de muy tiernas raíces. Las colas grises se movían con disgusto, y los ojos amarillos miraban con una altanera desconfianza, que reiteraban los ojos que estaban del otro lado de la cabeza. El clan aparecía ahora como una comunidad aristocrática, absolutamente cerrada a todo individuo de otra casta. El Gran Ánsar de Sans-Souci no hubiera querido el menor trato con el Gran Ánsar del Dondón. De haberse encontrado frente a frente, hubiera estallado una guerra. Por ello Ti Noel comprendió pronto que, aunque insistiera durante años, jamás tendría el menor acceso a las funciones y ritos del clan. Se le había dado a entender claramente que no le bastaba ser ganso para creerse que todos los gansos fueran iguales. Ningún ganso conocido había cantado ni bailado el día de sus bodas. Nadie, de los vivos, lo había visto nacer. Se presentaba, sin el menor expediente de limpieza de sangre, ante cuatro generaciones en palmas. En suma, era un meteco.

			Ti Noel comprendió obscuramente que aquel repudio de los gansos era un castigo a su cobardía. Mackandal se había disfrazado de animal, durante años, para servir a los hombres, no para desertar del terreno de los hombres.

			Alejo Carpentier, El reino de este mundo

		

	
		
			
Prólogo y agradecimientos

			Hace unos años, en el prefacio a Secesionismo y democracia, un libro de crítica al nacionalismo, escribí: «Me gustaría no tener razones para volver sobre esta cuestión, pero me temo que tampoco ahora se cumplirán mis deseos». Tengo (ay, tenía) entre manos dos libros, uno sobre la derecha reaccionaria y otro sobre el socialismo, el buen socialismo. Pero tendrán que esperar. Lo urgente, que esta vez también es lo importante, se impone a lo intelectualmente estimulante. Porque, ya ven, otra vez sobre lo mismo. Así están las cosas. Pareciera que tampoco esta vez mis deseos se cumplen. El nacionalismo sigue ahí. Según dicen, sobre todo quienes no viven en las comunidades históricas —que al parecer consideran que las demás, como esquejes recientes, carecen de historia—, se ha aliviado la crispación, el famoso soufflé. También lo afirman, entre quienes viven en las comunidades con pedigrí, aquellos que no hace tanto alentaban la violencia callejera, asaltaban aeropuertos y suspendieron la ley común, aquella que nos garantiza la condición de ciudadanos libres e iguales. Les confieso que me inquieta la satisfacción que muestran con la situación actual. Sobre todo, porque no han renunciado a sus objetivos ni a los procedimientos, a incumplir leyes y sentencias. 

			Mi impresión es otra. La leerán detallada en las páginas que siguen. Pero, como le gusta decir a un buen amigo, les haré el cuento corto: en España hemos normalizado las patologías políticas. Estamos instalados en un delirante guion según el cual las leyes se redactan de acuerdo con los delincuentes y debemos aplaudir su ocasional cumplimiento. Algo muy serio: cuando hacer lo debido y obligado se entiende como un gesto de generosidad, estamos otorgando licencias para el delito. Solo se agradece lo que es potestativo. 

			Una impunidad perfectamente compatible con la tranquilidad callejera. No es algo nuevo: donde manda la mafia, reina la paz. Mejor no levantar la voz, no quejarse. Sobran los ejemplos. Hace unos meses, un profesor de Derecho que iba a impartir una conferencia recibió una amenaza. Cuando informó a su decano, sucedió lo habitual: se canceló el acto. No había que crispar. La paz. Estas cosas suceden en las universidades catalanas. Y si suceden cada vez menos es porque, cuando las amenazas funcionan, no son necesarias. De nuevo, poco a poco, otra vez en el oasis. En el cenagal. Y complacidos. 

			La libertad de expresión, el cumplimiento de la ley, los derechos de los estudiantes, otro día. Total, para hablar sobre Europa, que de eso iba la conferencia, en… una facultad de derecho. Sí, derecho, han leído bien. Pero ya se sabe, los académicos no somos héroes. A veces nos convertimos en cómplices: hay un corto camino psicológico que conduce por lo directo de la cobardía a la complicidad. De qué si no la proliferación de tantos «antifascistas»: mejor señalar, no sea que nos señalen.

			Sencillamente, en Cataluña el incumplimiento de la ley apenas importa. Según el último informe de Impulso Ciudadano, el 80,5 % de los ayuntamientos catalanes no muestra la bandera constitucional. Muchos, gobernados por socialistas. Es decir, no se cumple ni la ley que simboliza el cumplimiento de la ley. Y tampoco escandaliza que doscientos sanitarios sean denunciados cada año por no atender en catalán. En cambio, se celebra que Salvador Illa haya flexibilizado el requisito de catalán para contratar médicos debido a la falta de personal sanitario. Entre conciudadanos. Una noticia que resulta inquietante. Si hay que explicarlo, tenemos un serio problema moral. 

			En fin, que toca volver sobre el fatigado asunto. Porque no creo que estemos mejor. No son pocos los que piensan lo contrario, que estamos mejor. No es ese mi parecer; más bien al contrario, pienso que estamos peor. Y es que la situación descrita si algo muestra es una suerte de resignada entrega a lo que bien podríamos calificar como desidia constitucional. Me dirán: pero total, ¿qué hay de nuevo? Lo nuevo es que ahora, cada vez que Illa cumple la ley, corremos a agradecérselo. Lo nuevo somos nosotros y nuestras valoraciones positivas cuando se rebajan las exigencias injustas sobre unos conciudadanos solo porque resultan necesarios, porque no queda otro remedio. La justicia, solo si le conviene al poderoso. Exactamente, la negación de la mejor idea de libertad, la libertad republicana, la ley que nos obliga a todos. 

			En el fondo, nuestra dejación colectiva confirma la extensión al conjunto de España de una patología que, hasta ahora, parecía limitada a las comunidades históricas. Digo «parecía» porque, en rigor, lo que sucede en una parte de un país, sucede en todo el país. Desde cierta perspectiva la ley es un bien público, en tanto cumple los requisitos de no exclusividad y no rivalidad: nadie puede ser excluido de su «consumo», puesto que todos los ciudadanos están sujetos a ella; y el disfrute de protección por parte de una persona no agota ni reduce la disponibilidad para los demás. Y, por lo mismo, si hay una injusticia —si no se cumple— en Barcelona o en Sevilla hay una injusticia —incumplimiento— en todas partes. La ley no se perimetra, no sea que, al final, acabemos por salvarnos todos porque la ley se cumple en la España vacía. 

			Sin tantas sutilezas: desde hace unos pocos años —no hará falta decir desde cuándo— ya todo da lo mismo y ahora en todas partes. Desde cierto punto de vista, esa circunstancia, poco discutible, debería proporcionarme cierta satisfacción intelectual, cínica si quieren, pues avala, siquiera indirectamente, las tesis centrales de este libro: el nacionalismo no tiene remedio, al menos, en nuestro marco institucional, ideado para resolverlo. En todo caso, el modesto consuelo que ello pueda suponer no compensa el desánimo político, porque no hay vida buena cuando la vida de todos anda emponzoñada con el veneno cainita del nacionalismo. 

			* * *

			Las páginas que siguen incorporan algunos pasajes de artículos de prensa y, reescritos, de otros más largos aparecidos en Letras Libres y Revista de Libros. Algunos de aquellos textos se beneficiaron de los comentarios de Carme Castells, Jahel Queralt y Rocío de Frutos. Vaya aquí mi gratitud por eso y por otras cosas mucho más importantes, las más importantes. Una versión previa de este texto fue revisada por Isabel Calvo Verdejo, profesora de Lengua Castellana y Literatura en el IES Eugenio Hermoso de Fregenal de la Sierra, «un pueblito extremeño», según su propia descripción cuando se puso en contacto conmigo en agosto de 2023 y que pude visitar en el invierno de 2024, a iniciativa suya, para impartir una charla en su instituto. Lleva uno «echadas» muchas conferencias (como dice mi buen amigo Andrés Trapiello), pero les aseguro que de aquella volví conmovido. Por dos razones. La primera, por el buen trabajo de aquel grupo de profesores. La segunda, porque, en un país donde las instituciones se descomponen día a día —con la indiferencia, cuando no la complicidad, de muchos ciudadanos—, pude comprobar que hay docentes que se toman en serio su enorme responsabilidad de formar ciudadanos; que, en las condiciones más precarias, se esfuerzan por mejorar sus conocimientos y ponerlos al servicio de sus alumnos y asumen su compromiso con el futuro de una España de ciudadanos libres e iguales. Se ajustan, como pocos, a aquellos de quienes habla Borges en el verso final de Los justos: «Esas personas, que se ignoran, están salvando el mundo». Sí, suena solemne, pero no sé decirlo de otro modo. Porque no hay otro modo de decirlo. Porque es verdad. Y lo que vale para Isabel vale para otro amigo, aún en condiciones más precarias, con el mismo «buen dispuesto entendimiento», que diría Cernuda: Juan Vázquez Navarro. De ahí la dedicatoria de este libro: mi modesto homenaje. Apenas relevante, no lo ignoro, pero es lo único que uno puede hacer.

		

	
		
			Introducción

			La fábula del conflicto territorial

			España es una anomalía antidemocrática. Sobre ese supuesto, fundamental para el nacionalismo, se ha edificado nuestra historia política reciente. También la transición y la Constitución del 78. Ajustemos un poco más el foco, aunque duela la imagen: ese supuesto explica nuestro sistema autonómico, presentado como una forma de solucionar el llamado «problema territorial», de reparar una injusticia de origen que, en lo esencial, consistiría en el aplastamiento español de unas genuinas naciones democráticas cuyos orígenes se pierden en la noche de los tiempos. Ese aplastamiento se habría traducido en políticas de agresión, centralizadoras en la gestión, uniformadoras en cultura y expoliadoras en economía. Un proceso de varios siglos cuya expresión moderna se consuma en un proyecto nacionalista español represor que, en el caso catalán, adquiere especial virulencia a partir de 1714, con la guerra de Sucesión, cuando Felipe V promulga los Decretos de Nueva Planta, que sellarían «el fin de las libertades catalanas». Desde entonces para acá, sin tregua, una imposición tras otra, hasta la última, con la sistemática persecución de la identidad catalana durante la dictadura que sigue a la victoria de Franco en la guerra civil, un conflicto entre la España constitutivamente reaccionaria y los nacionalismos no menos esencialmente democráticos. He dicho la última, pero, no, en rigor, la penúltima. Y es que, según este relato, el llamado «régimen del 78», cristalizado en la actual Constitución, tutelada en su gestación por fuerzas franquistas, nacida sin ruptura con el régimen anterior, no sería más que la prolongación suavizada de la dictadura. La consagración de la monarquía borbónica, reinstaurada por decisión de Franco, sería la mejor prueba.

			Esa es la fabulación, gestada por los nacionalistas, aceptada y difundida por la izquierda, y que ha acabado por inocularse a nuestro entero ecosistema político. A partir de ahí, todo lo demás. Y es que, una vez se asume que España se construye contra las genuinas naciones, encarnación de los valores democráticos y quintaesencia del progreso, resultan casi obligadas unas cuantas tesis que han oficiado con pautas reguladoras de nuestros debates públicos especialmente durante los últimos cuarenta años: atender a las exigencias de los nacionalistas supone ahondar la democracia; desmontar la nación común y su expresión institucional, el Estado, se entiende como una política de izquierdas; la «moderación política» se calibra según el grado de acuerdo con los nacionalistas; cualquier centralización es regresiva o, lo que viene a ser lo mismo, «España», «centralización» y «franquismo» resultan términos intercambiables; los nacionalistas establecen los parámetros de la tolerancia de nuestros políticos y deciden el campo de juego de nuestras convenciones, los premios y las penas. Un conjunto de tesis que se traducen en una prescripción: para resolver el problema de la democracia debemos resolver el llamado «problema territorial». Con un corolario: para enterrar definitivamente al franquismo deberíamos acabar con España como nación política común.

			Frente a la fábula anterior aquí se sostendrá que el «conflicto territorial» es un pseudoproblema y, por esa misma naturaleza, falsa, los intentos —infructuosos por definición—de resolverlo están en el origen de nuestros problemas de calidad democrática. Problemas, estos sí, muy reales y de creciente magnitud. Como resultado del falso diagnóstico, el propio tratamiento ha alimentado la enfermedad. Entre esos tratamientos se incluye el propio sistema autonómico, su perverso sistema de incentivos, responsable en buena medida del agravamiento de las patologías. Andando el tiempo, el falso conflicto, nunca diagnosticado, ha derivado en un conflicto bien cierto que en nada se parece al comúnmente descrito. Y, enfilada la senda, pues a peor, sin alternativas. Mientras aceptemos el falso guion, no quedará otra cosa que la conllevancia: la única política posible es el parcheo, el ir tirando al precio que sea. Eso sí, a un precio cada vez mayor: el deterioro irreparable de nuestra convivencia, de la igualdad de los españoles, de la democracia. Con un resultado final previsible: el Estado, la única herramienta conocida para encarar los problemas colectivos, descoyuntado, impotente ante los retos genuinamente políticos. 

			No cabe engañarse: buena parte del problema de nuestra democracia radica en los recreadores del pseudoproblema territorial, muchos de los cuales carecen de acicates para resolverlo. Se nutren del conflicto que crean y lo mantendrán mientras les convenga. No es raro. Sucede con muchos oficios, especialmente en los casos de mercados de información asimétrica. Mi ejemplo favorito —y cruz— son los informáticos de la Universidad que, año tras año, cuando ya sabíamos cómo orientarnos en la página web, nos cambian las reglas de juego. En lo que nos ocupa, incluso los no nacionalistas, en su miopía, han contribuido a agravar los problemas con sus falsas soluciones. Como si estuviéramos ante una de esas composiciones imposibles de Escher, vamos de arriba abajo sin encontrar la (inexistente) salida. Con otra comparación más ajustada: estamos como ante esas (pseudo)enfermedades psicológicas cuyo tratamiento (terapias de conversión sexual, recuperación de experiencias pasadas) acaba en otros achaques bien reales (depresión, falsos recuerdos), que no tardan en convocar a una legión de terapeutas que, enredados en los fraudulentos males, comienzan a formar parte del problema. Como los curanderos cuando convierten sus supercherías en disciplinas universitarias. 

			Reajustada la perspectiva se impone otro guion. La única solución al «problema» consiste en discutir al nacionalismo y su tramposo relato. Debemos dejar de asumir el relato del conflicto (irreal) y pretender resolverlo atendiendo a las exigencias de quienes se lo han inventado y viven de cebarlo. Se ha repetido mil veces: no se puede contentar a quien no quiere ser contentado. Solo si no nos encelamos en la patraña la solucionaremos, por disolución. Hay ejemplos. Cuando la recreación radiofónica de Orson Welles de La guerra de los mundos, el relato de H. G. Wells, puso a miles de norteamericanos en las calles, convencidos de la llegada de los extraterrestres, las autoridades no movilizaron a las fuerzas aéreas para hacer frente a los marcianos. No sacaron el ejército a la calle para luchar contra los molinos. También entonces una ficción estaba en el origen de un problema real, las gentes en las calles. Ese era el problema, no los marcianos: una emoción, el miedo sostenido en una falsedad. Y se hizo lo debido, combatir la patraña, no preparar las armas antiaéreas. Bueno, en realidad, no es seguro que las cosas fuesen así. Pero ya me entienden.

			¡Ah! Y da lo mismo si el cuento se lo han creído muchos o pocos, que no por ello dejará de ser un cuento. La calidad moral o empírica de una creencia no depende del número de sus defensores. Es más, si aceptamos el número como argumento reforzaremos el trastorno y favoreceremos su extensión. Tenemos experiencias políticas elocuentes de cómo abordar locuras respaldadas por muchos trastornados. Como se hizo en 1962, cuando George Wallace se presentó a las elecciones para gobernador de Alabama, comprometiéndose a no cumplir la sentencia de la Corte Suprema de 1956 que garantizaba a los estudiantes negros el derecho a cursar estudios universitarios. Obtuvo el 96 % de los votos. Atendiendo a ese mandato democrático, el 11 de junio de 1963 se plantó en la puerta de la Universidad para impedir la entrada de Vivian Malone y James Hood. Nicholas Katzenbach, fiscal general adjunto de los Estados Unidos, que acompañaba a los estudiantes negros, solicitó la ayuda del presidente. Ese mismo día John F. Kennedy emitió la orden ejecutiva 11111, que ponía bajo su mando a la Guardia Nacional de Alabama, hasta ese momento a las órdenes de Wallace. El general al mando, Henry Graham, se dirigió al gobernador con las palabras debidas: «Señor, es mi triste deber pedirle que se retire a un lado bajo la autoridad del presidente de los Estados Unidos». El incidente quedó zanjado. Hoy en Alabama los negros pueden entrar en la universidad y nadie se presenta a las elecciones para defender las ideas de Wallace. 

			Así estaban las cosas y así se abordaron. Y así se acabó con el problema. Aunque las cosas podían haber sido de otro modo. Permítanme un pequeño experimento mental sin mucha especulación, con materiales que nos resultan familiares. Para no ofender los sentimientos racistas, ampliamente compartidos por la población, y con amplio respaldo democrático, Kennedy podría haber optado por crear universidades especiales para negros o impedirles el acceso a los barrios acomodados de los blancos. Es de suponer, visto lo que hoy vemos, que no tardaría en acudir, con la vocación servil bien conocida, una engrasada nómina de opinadores a favor del viento con una retórica perfectamente imaginable que seguro les sonará: se atienden las demandas de una mayoría y se evitan provocaciones. Hasta se podría decir que «desaparece el conflicto racial». Les suena, ¿verdad?; con esos mimbres se ha urdido la trama de nuestra historia reciente. En la que andamos. Conllevando.

			Nuestros políticos nunca se han comportado como Kennedy aquel día. No han combatido las ficciones ni los trastornos nacionalistas, también racistas en sus detalles, que sobre eso hay solventes pruebas empíricas y filológicas, como se verá. Por el contrario, nuestro entero espectro político lleva años haciendo concesiones a los nacionalistas y, con ello, dándoles argumentos. También lo habrán escuchado: si les damos lo que piden, se quedarán sin razones para quejarse. Con más exactitud: para no darles excusas o motivos, les damos la razón. Claro que darles la razón, esa singular manera de «dejarlos sin argumentos», no es lo mismo que desmontar estos. Con nuestras cesiones se llevan nuestro beneplácito y reforzamos sus convicciones: a sus ojos, nuestras tibias reparaciones muestran la enorme magnitud de nuestra maldad. Si hasta nosotros lo aceptamos, imaginen lo enorme que es el daño infligido. Eso es exactamente lo que aceptamos: nuestra culpa. La ley de amnistía es el ejemplo más consumado. Les hemos pedido perdón por obligarlos a saltarse la ley. Ya pueden adivinar las consecuencias: hay que reparar, una vez más, el mal causado. Una tarea imposible, porque el mal está en nosotros, nos posee. Somos españoles. La marca de Caín. 

			Con materiales como los descritos hemos levantado un viciado paisaje público peleando con trampantojos. En una singular división del trabajo, todos los protagonistas políticos —o al menos todos los que importaban— han contribuido, cada uno en su labor, a difundir el falso diagnóstico y, por lo mismo, a agrandar el problema: fabricado el relato por los nacionalistas, la izquierda se ha encargado de otorgarle sello de calidad progresista y, finalmente, sin la menor objeción, la derecha con responsabilidades políticas lo ha adquirido y distribuido. Lo primero es natural y hasta necesario, pues no hay nacionalismo sin mitología original: una comunidad ancestral dotada de una genuina identidad colectiva sostén de su cohesión social y cuya preservación justificaría la necesidad de estructuras políticas. El lema «una nación, un Estado» condensa eficazmente el programa nacionalista. Lo tercero, la asunción por parte de nuestra derecha de la fabulación nacionalista, presenta perspectivas en diferentes direcciones, según el tipo de derecha. No es lo mismo la conservadora-reaccionaria, comunitarista, acostumbrada a invocar las tradiciones y los ritos compartidos, que la moderna-liberal, defensora del mercado, la eficiencia, crítica de las intervenciones públicas y, cuando es consistente (esto es, casi nunca), hasta partidaria de acabar con las fronteras. Como se verá en su momento, cada una de esas variantes presenta vectores que tironean en direcciones opuestas con una resultante final impredecible. En todo caso, la expresión última ha consistido en una disposición complaciente, cuando no servil, con el nacionalismo. 

			La mayor sorpresa se encuentra en el segundo eslabón de la cadena, en la izquierda y su incomprensible protagonismo en la imposición del relato nacionalista. Sin su colaboración este no se habría consolidado hasta convertirse en una parte indiscutida de nuestro paisaje político. Tan indiscutida que pasa desapercibida, como el agua para los peces. La izquierda ha resultado decisiva en la legitimación política y moral del nacionalismo al otorgarle el nihil obstat de las buenas causas que en España administra casi en exclusiva. Porque, más allá de circunstanciales vaivenes políticos, en nuestro entorno inmediato y especialmente en España la izquierda es quien traza los perímetros de los debates político-morales, sus asuntos y sus respuestas aceptables. Un privilegio resultado de diversas circunstancias, algunas indiscutibles, justificadas, como su histórica lucha por la democracia y la igualdad y, en nuestro caso, su protagonismo —con enormes costes personales— en la oposición a la dictadura de Franco; y otras no tanto, como esa suerte de «somos estupendos» que se ha dado en llamar «superioridad moral».

			Si el análisis anterior es acertado, si no hay un problema territorial, sino un problema nacionalista, el tratamiento debería ser otro: hay que desactivar la patología. Hay que combatir al nacionalismo sin tomar sus proclamas como la descripción del problema. Tenemos experiencias. No dimos por buena la descripción del mundo de los racistas ni tampoco la de los machistas. No nos creímos que los negros estaban negados para la vida social, que no se podía convivir con ellos, ni que las mujeres eran seres inferiores necesitados de protección e incapaces de decidir acerca de cómo llevar sus vidas. No nos tomamos como buenas las soluciones reaccionarias al «problema racial», al «problema judío» o al «problema femenino», sino que recordamos que no había problemas con los negros o las mujeres, que quienes nos hablaban de estos problemas eran el verdadero problema. Y combatimos sus tesis y sus políticas. No dimos «salida» a sus inquietudes, como no se las dimos a los homófobos que se sentían ofendidos porque dos hombres se amaran. El resultado está a la vista: tales ideas hoy encuentran pocos defensores en nuestra sociedad. Lo que les contaba de Kennedy. 

			Algo parecido habría que hacer con las ideas nacionalistas. Desalentarlas. Sobre cómo hacerlo algo habrá que decir. No mucho, que este no es un ensayo programático, pero sí algo, aunque solo sea aquello que se sigue inevitablemente del cambio de perspectiva. En todo caso, vaya por delante, para acabar esta introducción, un anticipo de por dónde no cabe buscar las responsabilidades o las soluciones, en ciertos sospechosos habituales invocados cuando se quiere excusar la obligación de pensar en serio: en «los políticos», que no gestionan debidamente, o en los ciudadanos, que no votan bien. Ni tampoco en ambos, como sucede cuando se recurre a la fácil excusa de «tenemos los políticos que nos merecemos». Y no porque no sea verdad que en la clase política abunden los casos de ignorancia, olvido del (recreado) espíritu de la transición, mezquindad o desvergüenza; la ambición personal o falta de patriotismo; ni tampoco porque los ciudadanos sean santos y sabios, se informen y anden sobrados de virtudes públicas. Por supuesto, aún menos ayuda entregarse a la candorosa tesis de «la falta de lealtad de los nacionalistas», la tesis más estúpida de cuantas tiene uno leídas —y son muchas— entre los comentaristas. 

			Por ahí no hay nada que rascar. Ni los políticos ni los ciudadanos son aplicados discípulos de la Academia de Platón, y reclamar lealtad a los nacionalistas es como pedir cotufas en el golfo: un imposible metafísico. Sencillamente, la incompetencia y la mezquindad son los materiales con los que está amasado el barro con el que están forjados los protagonistas de nuestra obra colectiva. El propio sistema democrático propicia la selección de los peores. En algún otro libro he desarrollado el argumento. La competencia política no es un mercado eficiente. Por varias razones. La primera: los políticos, en su relación con los ciudadanos, vienen a ser como los mecánicos o los informáticos en sus tratos con los consumidores: al final, funciona, pero no sabemos —ni podemos saber— si han hecho el trabajo que nos cuentan. En esos casos, no es que no asomen los buenos, es que se los castiga. La segunda: siempre se vota a tientas. Entre las circunstancias que concurren en ello hay una inexorable: la política está orientada hacia un futuro incierto por definición. No hay manera de especificar hoy en un contrato soluciones a retos que descubriremos mañana. Lo de «cumplir el programa» aguanta, si acaso, un rato, porque no puede ser de otro modo. Y las cosas no mejoran informativamente si tenemos en cuenta que los votantes poseemos limitadas capacidades cognitivas, memoria endeble y que, al decidir, nos fiamos antes del envoltorio que del contenido: quienes votan contra «rehabilitar drogadictos» están a favor de «tratar la adicción a las drogas» y quienes desprecian el «cambio climático» son partidarios de combatir el «calentamiento global». Hay más razones, pero con eso basta para la deprimente conclusión: el problema no es de los jugadores, sino de las reglas de juego, del diseño institucional. 

			En todo caso, «mejorar» a los protagonistas o el guion de la obra no forma parte del horizonte político previsible: entre otras razones, porque depende de esa misma tropa política. Así que no nos queda otra que trabajar con esos mimbres humanos, los materiales insustituibles de la gestión política. No se puede actuar como el economista del chiste que, al naufragar en compañía de un físico y un químico, y encontrarse con un montón de latas de conservas, después de escuchar las propuestas de los otros dos, acordes con su conocimiento y sus recursos («propiciemos la corrosión», por ejemplo), solo se le ocurría salir con un «supongamos que tenemos un abrelatas». No, no vale decir: «Si los políticos fueran serios, los votantes, desinteresados, y los nacionalistas, patriotas españoles». Y si mi abuela tuviera ruedas, sería un camión.

			Ante los problemas colectivos, no cabe decir que «con personas santas y buenas todo se solucionaría». Por supuesto, James Madison tenía razón en El Federalista al afirmar que «si los hombres fueran ángeles, el Estado no sería necesario». Pero él mismo descartó esa posibilidad, y de ahí su propuesta de instituciones que regulen el comportamiento humano, precisamente porque no podemos confiar solo en la virtud. Incluso, en el improbable caso de que todos fuésemos santos y buenos, muchos problemas colectivos —como los de coordinación— seguirían presentes. Imaginemos una sala cerrada, llena de público, con una sola y estrecha puerta. Si se desata un incendio, los egoístas que intenten salir primero atropellarán a cualquiera —bueno o malo— y provocarán una catástrofe. Pero tampoco nos irá mejor si todos son bondadosos y, por cortesía, se ceden mutuamente el paso sin que nadie termine saliendo. La diferencia no está en la virtud de los actores, sino en las reglas del juego.

			Y ahí asoma la política, el cambio en las instituciones. Porque las reglas no se cambian durante el juego, en mitad del partido, sino en otro nivel: en lo que podríamos llamar —permítaseme el palabro, que tiene un sentido preciso en teoría de juegos— el metajuego. Es decir, el conjunto de normas que regulan las reglas, estrategias y decisiones del propio juego. En mitad del partido estamos presos de las dinámicas perversas: no hay actores perversos, sino condiciones institucionales mal diseñadas. Estamos jugando según reglas que pueden conducirnos al desastre, aunque no lo busquemos. Pensemos en el jefe que exige «iniciativa» a sus empleados, pero castiga cualquier intento que no coincida con su criterio. O en el amante que demanda un espontáneo «te quiero», sin darse cuenta de que imponerlo lo vacía de todo significado. O —mi ejemplo favorito— en el mercado de los másteres universitarios: ante tantos estudiantes que, para «diferenciarse», se matriculan en títulos costosos que, cuando todos se ven obligados a cursarlos para no quedarse atrás, acaban siendo inútiles, las autoridades académicas intentan (sin mucha convicción) establecer marcas de calidad. Y nadie, en realidad, está en condiciones de cambiar el cascabel al gato: las autoridades académicas son las primeras beneficiarias, pues ellas mismas se lucran gracias al negocio de los másteres. 

			Esta vez sí se puede decir que el problema es estructural: resolver estas situaciones exige saltar fuera del marco, reformular las condiciones mismas del juego. Hay que cambiar las reglas perversas a través de la política. Lo que nos deja en las puertas de otro problema, superlativo: no hay una política por fuera de las instituciones, y no hay instituciones fuera de la política.

			En los asuntos que interesan en este libro, las anteriores consideraciones más o menos generales adoptan una concreción bien precisa, la antes anticipada: el (pseudo)problema territorial se ve favorecido —cuando no creado— por unos diseños institucionales que, pensados para resolverlo, o al menos eso se decía, han contribuido a profundizarlo, han alentado unos comportamientos que han agravado las enfermedades que pretendían curar. Así que, si queremos encarar los genuinos retos, además de desactivar los incentivos perversos o entregarnos a encantamientos palabreros —como ese «federalismo» que (casi) todo el mundo invoca pero cada uno entiende como quiere—, deberíamos pensar en otros diseños institucionales que, con independencia de la buena o mala voluntad de los protagonistas, de sus particulares disposiciones, aseguren, en lo posible, el buen funcionamiento social. Nos lo recordó mejor que nadie Kant en La paz perpetua: debemos «instituir una Constitución de manera que, a pesar de que las tendencias privadas (de los ciudadanos) sean opuestas, estas se contengan mutuamente para que en su comportamiento público el éxito sea el mismo que si no tuvieran esas malas tendencias». Levantar instituciones que funcionen incluso para un pueblo de demonios. 

			Pero lo primero es describir la naturaleza ideológica de la patología: nacionalismo, sí, pero también algo más. Comenzaré explorando las raíces ideológicas, etnicistas, del nacionalismo catalán, que culmina en el auge de Aliança Catalana, un partido xenófobo. Este proceso, basado en ideas de superioridad cultural, erosiona los principios de ciudadanía e igualdad y, ciertamente, no se corresponde con la imagen progresista que tanto ha circulado en el paisaje político español. A continuación, analizaré someramente el relato nacionalista que presenta a Cataluña como una nación oprimida por España, centrándome en sus dos pies fundamentales: el conflicto histórico perpetuo y los episodios más recientes. Esta narrativa, respaldada por una historiografía que recurre a métodos contrafácticos y anacronismos, a menudo financiada públicamente, margina voces críticas y ha calado en el debate político español, incluso entre sectores no nacionalistas.

			Los capítulos segundo, tercero y cuarto se ocupan de algunos de los mitos nacionalistas historiográficos recientes, en particular los que atañen a la Segunda República, el franquismo y la transición. En concreto, la idea de que el franquismo fue especialmente opresivo contra las culturas catalana y vasca. Se verá que la expansión del castellano respondió a factores demográficos y comunicativos, no a una persecución selectiva, y que, pese a la censura, se permitió cierta actividad cultural en estas lenguas, desmintiendo el mito de una represión específica.

			Los dos capítulos siguientes abandonan el teatro para desembarcar en las musas, en los principios. En el terreno ideológico, se aborda la normalización del nacionalismo, ahora visto como progresista por sectores de la izquierda, pese a su incompatibilidad con los valores de emancipación e igualdad. El nacionalismo, por su énfasis en la identidad y la tradición, encaja mejor con el conservadurismo que con el universalismo de la izquierda. Se explorará la relación con otras tradiciones ideológicas: se verá cómo encuentra notables coincidencias con el conservadurismo y algunas variantes del liberalismo, y su incompatibilidad radical con el internacionalismo socialista. 

			Los capítulos siete y ocho abordan dimensiones institucionales. El primero de ellos, la construcción del Estado español como un proceso complejo, fruto de hitos constitucionales y reformas administrativas. Se verá que la fase más reciente de modernización se corresponde con el último franquismo, que más allá de su permanente dimensión represiva y sus enormes costes sociales, tutelado por los tecnócratas, introdujo importantes cambios que propiciaron un desarrollo económico desequilibrado pero indiscutible. El capítulo ocho aborda, desde la perspectiva que nos ocupa, la Constitución de 1978. Se ponderarán dos valoraciones: la visión pesimista, que la ve como continuidad con el franquismo, y la optimista, que la considera un éxito. Sostendré que, presa desde su origen de una mala interpretación del problema territorial, ha propiciado un diseño institucional que fomenta dinámicas nacionalistas y fragmentación, y nos limita para abordar los retos democráticos de una sociedad de libres e iguales.

			El capítulo final sistematiza los argumentos de este ensayo, en particular su tesis central, a saber: que en España no hay un problema territorial sino un problema nacionalista que ha impuesto un (falso) relato sobre la existencia de un conflicto territorial. El libro se cierra con unas consideraciones de método acerca de la historiografía como disciplina académica, en particular de la historiografía nacionalista. No creo que cueste entender el sentido de mi preocupación. Inevitablemente, desmontar el cuento me ha obligado a hacer incursiones en la historia. Sin sorpresa, no he tardado en descubrir que los historiadores se muestran muy celosos de lo suyo. Vamos, que abundan las descalificaciones dirigidas a cualquiera que —sin la debida titulación— pueda decir algo acerca de los asuntos que juzgan de su patrimonio exclusivo. Y eso en un país en donde los profesores de literatura asoman a diario en las páginas de opinión de las más nobles cabeceras para terciar sobre los más diversos asuntos públicos, económicos y políticos, nacionales e internacionales. Y no me parece mal. El caso es que las lecturas de los argumentos de los académicos de oficio me han llevado a hilvanar algunas reflexiones sobre la historia como disciplina científica, las batallas políticas, los gremios académicos. Y el nacionalismo, naturalmente. 
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El nacionalismo al desnudo

			En las elecciones autonómicas de mayo del 2024 causaron sorpresa los buenos resultados de Aliança Catalana, un partido que no queda mal descrito si se califica como xenófobo y racista. Aunque las declaraciones de su máxima dirigente no desmienten esas atribuciones, Silvia Orriols se limita a presentarse como independentista, contraria a la inmigración y defensora de unos supuestos valores catalanes que, a su juicio, son los valores de Occidente. En este último sentido, nada nuevo. Todo el mundo invoca a Occidente cuando quiere justificarse. Afirmar «X se hace en Occidente» es como decir «X es lo debido». «Occidente», en términos lógicos, ha acabado por resultar coextensivo con «bueno». En cualquier afirmación de nuestros políticos en la que aparezca «Occidente» prueben a intercambiar «Occidente» por «bueno» y verán que no cambia el valor de verdad; vamos, que sigue teniendo el mismo sentido… Un sentido que, eso sí, tampoco está muy claro. Y es que nadie acaba de precisar a qué se refiere con «Occidente». Y aún menos con «los valores de Occidente». Cada uno entiende lo que le conviene —aunque pocos reivindican las guerras de religión o el Tercer Reich— según el cuento que quiera colar. Ni siquiera los investigadores se ponen de acuerdo, si hacemos caso a Norman Davis en Europe: A History, donde nos hablaba de «una geografía elástica», inventariando una docena de acepciones; y de eso hace treinta años. 

			La sorpresa Orriols no es más que un problema de expectativas, de falsas expectativas. Sencillamente, no cabía en el guion con el que se había contado la historia de Cataluña. Como si el ordenador del papa apareciera conectado a una red de distribución de pornografía infantil. Con más precisión: los buenos resultados de Aliança Catalana nos enfrentan a dos opiniones con serios problemas de compatibilidad. La histórica, la idea que se tiene en España de Cataluña como vanguardia de los valores democráticos, y la reciente, acerca del nervio ideológico racista de Aliança Catalana. Su éxito electoral se acompasa mal con la imagen de Cataluña como encarnación del progresismo, puerta de Europa, oasis liberal, alma impolutamente democrática y tierra de acogida. Y ante dos tesis contradictorias, y estas lo son, si no queremos desahuciar una argumentación (de una contradicción se sigue cualquier cosa), no queda otra que revisar al menos una de ellas. Si una es verdadera, la otra no puede serlo. Y en este caso parece claro cuál es la falsa: el consenso histórico, el cuento de la Cataluña progresista, uno de los mitos más consolidados de nuestro imaginario colectivo que poco se ajusta a la realidad. Pero así son los mitos. 

			Porque la realidad catalana es otra, menos decorosa. Especialmente en el negociado de la acogida y trato a els forasters. Por lo pronto, presenta un pasado poco lucido, sobre todo la burguesía catalana, encendida defensora del colonialismo español y hasta de la esclavitud hace apenas un siglo, cuando ya pocos estaban por esas labores. El «compromiso» con el sistema esclavista no era nuevo. En una ciudad obsesionada con borrar el indecoroso pasado español, confundido con el pasado franquista, cabezas de negros y de turcos decoran la fachada gótica del Palacio de la Generalitat. Y se explica: la Corona de Aragón tenía una tradición de uso de mano de obra esclava. Formaba parte de una red de trata mediterránea de capturas piráticas o razias en tierras musulmanas, con rutas que traían rusos, tártaros, turcos y esclavos musulmanes desde Crimea y los Balcanes consolidada a partir del siglo xiv. De hecho, «Barcelona fue uno de los lugares con mayor impacto demográfico de esclavos en la Edad Media»1. Una tradición, esta verdadera, que perdura hasta ayer mismo. Nadie más comprometido con la defensa del Imperio español que las élites catalanas. Y con razón, la razón del interesado: en el Maresme, Sitges, la Costa Brava o el Paseo de Gracia barcelonés se pueden encontrar —incluso tocar— las pruebas: las mansiones levantadas con las fortunas obtenidas en Cuba. La extendida obra de Gaudí —y sus ingresos— no se entiende si se ignora ese origen. Los rastros también quedaron en la otra orilla del océano. Por ejemplo, en la copla afrocubana: «Desde el fondo de un barranco / grita un negro con afán: / ¡Dios mío, quién fuera blanco, / aunque fuera catalán!»; y en el habla común: el genérico «catalán» servía para designar a quienes se ocupaban del comercio de personas. Entre los españoles, los catalanes fueron quienes dejaron la huella más inicua, si aplicamos nuestros actuales criterios valorativos. O los de entonces, que estas cosas sucedían ayer mismo. De Cuba, por cierto, proceden los primeros mimbres del falangismo español, que encontrarán su estación intermedia en Cataluña, pionera —ya ven— en la introducción del fascismo en nuestro país, según han documentado solventemente X. Casals Meseguer y E. Ucelay-Da Cal en El fascio de las Ramblas (2023). Pero, en fin, dejémoslo, es historia pasada que ya no mueve molinos y no vale la pena recordarla. Bueno, sí, aunque solo sea por una razón puramente refutatoria: cualquier cosa menos una sociedad acogedora desde su primera papilla. La identidad, ya saben. 

			En realidad, no hace falta irnos tan lejos. Como entre nosotros parece que la Segunda República nunca pierde actualidad, no está de más recordar que en aquellos años ERC maltrató —y de qué manera— a los conciudadanos procedentes de otras regiones: después de comprobar el fracaso de su particular «operación retorno», cuando la Generalitat y el Ayuntamiento de Barcelona alquilaron un tren para devolverlos al sur de España prometiendo comida y bebida gratis para el trayecto completo, ERC optó por la repatriación forzosa de inmigrantes con argumentos racistas que no se molestaban en disimular. En una investigación relativamente desatendida, Class, Culture and Conflict in Barcelona, 1898-1937, Chris Ealham, hispanista británico especializado en la historia urbana y en el movimiento anarquista, nos recordaba la opinión de Carles Sentís, entonces destacado periodista de ERC y más tarde franquista, para quien «los inmigrantes eran una raza primitiva con una cultura “previa”, que vivían en estado de naturaleza. En concreto, [Sentís] atribuía el origen de todos los problemas sanitarios y sociales de La Torrassa, como el tracoma y la delincuencia juvenil, a la promiscuidad de la mujer murciana y un “régimen de amor libre”». 

			Y ahora mismo, pues igual. Los líderes políticos en ejercicio y sus maestros intelectuales han dejado suficientes testimonios. En los días de la transición, el tan elogiado Trías Fargas, líder de Convergència i Unió, que blasonaba de ser el más europeísta de los políticos en circulación, no dudaba en «comentar» al embajador de Estados Unidos, Wells Stabler, la urgencia de expulsar a los catalanes de origen andaluz. Así consta en los cables de la embajada, según nos ha contado Jorge Urdanoz en su libro del 2024, La Transición según los espías. Con esa «conciliadora» disposición encaraban los nacionalistas la naciente democracia. Por entonces, en 1976, Jordi Pujol reeditó —y por tanto reafirmó— su opinión de 1958:

			El hombre andaluz no es un hombre coherente, es un hombre anárquico. Es un hombre destruido […], es generalmente un hombre poco hecho, un hombre que hace cientos de años que pasa hambre y que vive en un estado de ignorancia y de miseria cultural, mental y espiritual. Es un hombre desarraigado, incapaz de tener un sentido un poco amplio de comunidad. A menudo da pruebas de una excelente madera humana, pero de entrada constituye la muestra de menor valor social y espiritual de España. Ya lo he dicho antes: es un hombre destruido y anárquico. Si por la fuerza del número llegase a dominar, sin haber superado su propia perplejidad, destruiría Cataluña. Introduciría en ella su mentalidad anárquica y pobrísima, es decir, su falta de mentalidad.

			Y por si quedaban dudas, en 2004, con 74 años y media vida con mando en plaza en la España democrática, nos mostrará las entrañas ideológicas de sus opiniones: «[El mestizaje] será el fin de Cataluña […]. Para Cataluña es una cuestión de ser o no ser. A un vaso se le tira sal y la disuelve; se le tira un poco más, y también la disuelve, pero llega un momento en que ya no la disuelve». 

			Y las locuras de Pujol resultan incluso mojigatas si se comparan con las del otro líder del nacionalismo catalán de nuestra historia reciente, Heribert Barrera, presidente del primer Parlamento Catalán después de Franco y, por entonces, máximo dirigente de Esquerra Republicana de Catalunya. Sus proclamas racistas dan para un tratado. Las encadenaba con una frecuencia propia de los tiempos de Twitter: «Los negros de América tienen un coeficiente inferior a los blancos»; «se debería esterilizar a los débiles mentales de origen genético»; «prefiero una Cataluña como la de la República, sin inmigración»; «podemos haber superado la inmigración andaluza, pero no sé si podremos con la sudamericana y magrebí». Estas cosas, y otras peores, fácilmente localizables a golpe de Google, se proclamaban no en tiempos de Sabino Arana o en los años treinta del siglo pasado, cuando, en diverso grado, el racismo gozaba hasta de discretos avales «científicos», sino en pleno siglo xxi. Sin olvidarnos de cómo anteayer, en 2016, Dolors Bassa, sindicalista de UGT y consellera de Trabajo, Asuntos Sociales y Familias, más tarde condenada por su participación en el golpe de Estado secesionista, acusó a Andalucía de enviar a Barcelona «menas», entregados al delito y a la inhalación de pegamento. Y en esto, el «revolucionario» Otegui muestra su acuerdo con el reaccionario Pujol. En el verano de 2024, reclamaba la soberanía vasca y la consiguiente demanda de competencias en inmigración, que debían «recuperarse» (sic), «entre otras cosas porque formamos parte de una nación que tiene su identidad nacional en riesgo». Se lo resumo: la raza en peligro. 

			Esa es la doctrina. Una doctrina que sostiene una práctica política que es algo más y peor que una discriminación étnico-cultural. Para ser un buen catalán se requeriría una particular limpieza de sangre. Sin exageración. Porque no encuentro otra explicación a unas penalizaciones que alcanzan a los impuros, sin que importe su empeño —de grado o de fuerza— en «integrarse» (como si estuvieran desintegrados). Como mostró Javier Polavieja, catalanes perfectamente competentes en catalán, aunque «con nombres y apellidos castellanos» (la mayoría de los catalanes, por cierto), reciben en el acceso a los trabajos el trato propio de extranjeros2. Mal está, y contrario a los ideales de igualdad y ciudadanía, que se discrimine a los españoles «por no hablar catalán» cuando disponemos de una lengua común, pero esto es algo mucho más inquietante. Se pinte como se pinte, la única differentia specifica —que dirían los escolásticos— de esos (otros) catalanes es que no tienen «sangre catalana». No es la única evidencia de una discriminación que no queda mal descrita si se califica como «étnico-racial». La más reciente cuando escribo estas líneas: la exigencia de dejar a Cataluña fuera del reparto de menores extranjeros no acompañados (menas), amparada en la delegación de las competencias migratorias pactadas entre Junts y el Gobierno socialista de España. La reclamación que en 2016, cuando la defendió Bassa, todavía resultaba inconveniente ahora se incluye en las mesas de negociación como mercancía de curso moral. Cuando las repaso, son tantas las muestras de la sórdida inspiración ideológica que me resigno a no actualizarlas. 

			El origen del mal

			Así que ninguna sorpresa con Orriols. Su partido se ubica en los entornos de ese impreciso espacio político que damos en llamar «extrema derecha». Un espacio que en nuestro país parece otorgarse en condiciones de monopolio a Vox, aunque, a mi parecer, Aliança Catalana y los nacionalistas catalanes cumplen todos los requisitos para federarse en esa competición. Eso sí, en una liga mayor. En comparación, Vox, un partido clásicamente conservador cuando alcanza alguna coherencia intelectual, ni siquiera juega la promoción. Si interpretamos el guion izquierda-derecha en el rudimentario modo habitual, dejándonos atrapar por la metáfora espacial —y no como una genuina distinción conceptual, sustantiva—, y queremos insertar a los nacionalistas y a Vox en la misma dimensión, no nos queda otra que presentar como centristas a los de Abascal. Aliança Catalana y los nacionalistas juegan a otra cosa o, al menos, con otros procedimientos, entre ellos, los ilegales: se han saltado la ley y han declarado estar dispuestos a volver a hacerlo. La magnitud del racismo y la xenofobia aplicada a quienes no son conciudadanos, a quienes no tienen los mismos derechos que nosotros, queda opacada por aquella que atañe a quienes ya son ciudadanos. Mientras Vox rechaza conceder la condición de ciudadano a los inmigrantes, los secesionistas no solo no quieren a los extranjeros, como muestra su rechazo a los menas, sino que, además, quieren privar de derechos a los que ya disponen de ellos, que en eso consiste convertir en extranjeros a los españoles en una parte de España, de la nación común. Si seguimos jugando con la metáfora espacial, solo mediante una escala logarítmica podríamos incluir a los secesionistas en la misma gráfica que todos los demás. 

			Orriols no es otra cosa que la aplicación consecuente del proyecto nacionalista. Un simple corolario de los mismos axiomas. Mejor: los axiomas del nacionalismo mudados en materia orgánica. Si acaso, la novedad del nuevo partido es que ha convertido en programa lo que los nacionalistas séniores han dejado disperso en declaraciones y practicado sin tregua en sus políticas. Ha presentado en principios explícitos lo que los otros, por inhibiciones diversas, no se atrevían a decir. Y se entiende su cobardía. Se han pasado media vida presentándose como encarnación del europeísmo, carne de la carne de Carlomagno, trazando la frontera de África en el Ebro, y no ignoran que, después de la Segunda Guerra Mundial, su ideario genuino no tiene —o tenía, que las cosas cambian— buena acogida en el club del que dicen formar parte. De ahí el recurrente mantra «las fuerzas políticas catalanas somos “nacionalistas”, nunca racistas». Una cosa no tenía que ver con la otra, nos mentían. 

			Y ahí es donde aparece Orriols, impecable lógicamente: se ha limitado a levantar la mano y recordar el hilo conceptual que ata al nacionalismo catalán con el racismo. En una operación intelectualmente irreprochable, ha explotado las consecuencias últimas del argumentario de Pujol y Heribert Barrera. Sin complejos, ha proclamado en voz alta lo que muchos otros piensan o han llegado a pensar. Esa es su singularidad electoral: ha dicho a los votantes, macerados en años de nacionalismo, lo que deseaban escuchar. Casi se puede escuchar el engranaje mental de los votantes: «Pues claro, ahora lo entiendo todo». Por fin se sienten libres para decir lo que no se atrevían ni a pensar. En realidad, muchos se deben estar preguntando cómo era posible que nadie recordara las verdades del barquero nacionalista. Para ellos, Aliança Catalana ha supuesto el principio del fin de una «espiral del silencio», por utilizar la afortunada metáfora de Elisabeth Noelle-Neumann que Timur Kuran, con herramientas de economista, desmenuzó en Private Truths, Public Lies: esas situaciones en las que todos públicamente se reafirman en la idea A, convencidos de que los demás están en lo mismo, en A, aunque cada uno de ellos en privado crea en B. Y A se sostiene como la opinión común hasta que algunos fanáticos —o kantianos— se atreven a decir públicamente que ellos no están de acuerdo, que ellos creen en B. Las cosas comienzan a cambiar a partir del momento en el que a esa vanguardia se suman otros más, hasta llegar a asomar el número suficiente de discrepantes como para abaratar el coste de salir del armario, con el resultado de que, en catarata, de un día para otro, se impone torrencialmente la idea B, hasta ahora reprimida. Se ha soltado la brida y asoma la bestia: el racismo sembrado durante tantos años se ha hecho proyecto político. 



OEBPS/image/9791370091323_cubierta.jpg
Félix Ovejero Lucas

LA INVENCION
DEL AGRAVIO

NACIONALISMOY CRISIS DE LA DEMOCRACIA ESPANOLA

Alianza editorial





OEBPS/image/imagen_1.jpg
“DoR'T Feel BAD ABOUT FALSIEYING
THeSOLUTION. | FASIRIED The PRoREM,”





